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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 475/2022-3
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

HOSPITAL CENTRAL “DR. IGNACIO MORONES PRIETO”
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR

San Luis Potosí, S.L.P., a veintidós de marzo de dos mil veintitrés. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 475/2022-3 promovido por la persona moral denominada **********contra actos del Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”, y Subdirector Jurídico del Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto;  y,
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha trece de junio de  dos mil veintidós, compareció **********, apoderado para pleitos y cobranzas de la persona moral denominada **********demandando al Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”,  y el Subdirector Jurídico del Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto;  por la nulidad del siguiente acto: 
“…El cumplimiento de las obligaciones derivadas de los contratos de compraventa a precio fijo referentes al procedimiento de directa con el Hospital (…),  mismo que fuera solicitado mediante escrito de fecha 11 de mayo de 2022 y negada con escrito de  fecha 16 de  mayo de 2022, a través del oficio HCDIMP/SJDH/389/2021, emitido por la Dirección Jurídica de la Autoridad en comento; contratos que a continuación se precisan: 
	Numero de contrato
	Orden de compra
	No. De Factura
	Fecha de factura
	Fecha de recepción
	Monto Total

	262/AD/733722/

ORTOPEDIA/2019
	**********
	**********
	**********
	28/10/2019
	**********

	266/AD733812/
ORTOPEDIA/2019
	**********
	**********
	**********
	31/10/2019
	**********

	374/AD/734671/TORAX/2019
	**********
	**********
	**********
	30/20/2019
	**********

	MONTO TOTAL
	
	
	
	
	**********


II.- Por auto de fecha  tres de octubre de dos mil veintidós, previo requerimiento efectuado a la parte actora, se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas para que contestaran dentro del término legal lo que a su intereses conviniera.
III.- Por proveído de fecha veintiséis de octubre de dos mil veintidós, se  tuvo a las autoridades demandadas, por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía; se admitieron las pruebas; y se fijó  fecha y hora para la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

IV.-  Con fecha dieciocho de noviembre de dos mil veintidós, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la asistencia del apoderado de la parte actora; el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias de autos; e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar, en etapa de alegatos; se dio cuenta de que no fueron formulados por las partes; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia de carácter administrativa suscitada entre un particular y una autoridad dependiente del Poder Ejecutivo se esta entidad federativa, sobre la cual se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

El Apoderado legal de la persona moral actora, acreditó la representación legal de la misma conforme al segundo párrafo del numeral 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del Instrumento Notarial otorgado por la sociedad actora, protocolizado ante la fe de la Notario Público número ********** con ejercicio en la ciudad de Naucalpan, Edo de México, documental que obra en fojas 24 a la 27 del expediente en que se actúa; asimismo, acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con la presentación de los actos impugnados, visibles en fojas 41 a la 90 y 104 de este sumario.

De igual forma, la personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, se encuentra acreditada conforme a lo establecido por el  artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”, quien compareció a juicio por conducto del Director General, y el Subdirector Jurídico del Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto;  a través de la copia certificada del nombramiento exhibido en este juicio otorgado a su favor,  que obra en foja 142 y 204 del sumario, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
TERCERO.- La litis de la presente controversia, consiste en determinar la legalidad o ilegalidad del incumplimiento de pago por la cantidad de ********** relativas a las obligaciones derivadas de los contratos de compraventa a precio fijo números a) 262/AD/733722/ORTOPEDIA/2019, por la cantidad de **********; b) 266/AD733812/ORTOPEDIA/2019, orden de compra **********, por la cantidad de $********** y c) 374/AD/734671/TORAX/2019, orden de compra ********** por la cantidad de **********.

Y la legalidad o ilegalidad del oficio **********, emitido por el Subdirector Jurídico, mediante el cual da respuesta a la parte actora del escrito de fecha **********en el cual  le fue dado a conocer que el Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”, se ha abstenido de pagar el importe de ********** por las mercancías recibidas en los contratos antes citados.
Actos que determinan la litis de la presente controversia, que fueron exhibidos por el demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, conforme a lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 221332, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia...”

En ese tenor, se advierte que la diversa autoridad demandada el Hospital Central Dr. Ignacio Morones Prieto quien compareció a juicio por conducto del Director General, al producir la contestación de demanda inicial que obra en fojas 148 a la 155 de este sumario, no opuso causal de improcedencia y sobreseimiento, señalando en forma medular que el cobro que pretende deriva de un procedimiento de adjudicación bajo la adjudicación directa cuyos montos rebasan lo autorizado por el Congreso del Estado, por ende toda contratación realizada fuera del procedimiento legal es nula de pleno derecho, afirmando que respecto al hecho 2 del escrito de demanda; es cierto, aclarando que ese nasocomio realizo un pago el 1 de abril del año 2020, a la factura ********** a favor de la empresa Actora, mismo que reconoce en su escrito inicial  de demanda, por lo que la cantidad que se adeuda es de **********así como señalo que en cuanto al hecho 3  que se contesta del escrito de demanda; es cierto, y del hecho numero 4 y 5 son  ciertos. 
Argumentaciones que aduce, las cuales son razonamientos que involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor  en este juicio. 

Asimismo se tiene que la diversa demandada el Subdirector Jurídico del Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”; al producir la contestación de demanda inicial que obra en fojas 196 a la 203 de este sumario, no opuso causal de improcedencia y sobreseimiento, señalando que si bien existen tres contratos celebrados entre el Hospital central “Dr. Ignacio Morones Prieta, y la actora de fechas 28 y 31  de octubre y 30 de diciembre  todos del año 2019,  con cargo al presupuesto estatal del año 2019, lo cierto  es que dichos contratos fueron realizados en contravención a lo previsto por el artículo 6° de la Ley de Adquisidores del Estado de San Luis Potosí; afirmando que respecto al hecho 2 del escrito de demanda; es cierto, aclarando que ese nasocomio realizo un pago el 1 de abril del año 2020, a la factura **********, a favor de la empresa Actora, mismo que reconoce en su escrito inicial  de demanda, por lo que la cantidad que se adeuda es de **********; así como señalo que en cuanto a los hechos 3, 4 y 5 del escrito de demanda; son ciertos. A ese respecto debe decirse que las manifestaciones que refiere son razonamientos que involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor  en este juicio. 

Sirve de apoyo por analogía, la Tesis de Jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo es aplicable al presente caso, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Época: Novena Época, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 7 a la 21 de este sumario, argumentos que no se trascriben y por economía procesal se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.-  Por otra parte se procede al estudio y resolución del primer  concepto de impugnación que hace valer la parte actora, el cual se analiza en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.

Concepto de impugnación que en la parte que interesa refiere:
“PRIMERO.- El acto que da origen  a este juicio, le causa agravio a mi poderdante, en virtud de que viola en mi perjuicio lo dispuesto por (…).”

“…De la lectura que este Tribunal de lo antes citado, podrá claramente apreciar que la hoy demandada incurre en una nula fundamentación e incipiente motivación de las resoluciones por esta vía es combatidas, toda vez que la misma no da a conocer los motivos particulares que tuvo la autoridad para el citado de las resoluciones en la que se decide dar respuesta en el sentido que lo realizado a mi representada, deviniendo  en notoriamente ilegal el acto de autoridad…”
Del estudio del concepto de impugnación citado, se determina que resulta fundado.
De manera previa conviene destacar que el diverso acto que determina la presente controversia se hace consistir en el oficio HCDIMP/SJDH/389/202, de fecha 16 de mayo de 2022, emitido por el Subdirector Jurídico del Hospital “Dr. Ignacio Morones Prieto” según consta en fojas 108 de este sumario, mediante la cual la autoridad demandada da respuesta al escrito signado por la sociedad actora de fecha **********, que obra en fojas 104 la 107 de este sumario, en el cual informa que la autoridad que representa no es competente para conocer y resolver su petición; y que quedan a salvo sus derechos para que los haga valer ante la instancia y vía que correspondiente.

Bajo ese contexto, se advierte del examen practicado al texto del acto impugnado, que contraviene los principios fundamentales, previstos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los cuales sustentan las garantías y los derechos humanos de legalidad y seguridad jurídica; al establecer que nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho; así como que, nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. 

Ello es así, toda vez que se aprecia que la autoridad demandada el Subdirector Jurídico del Hospital “Dr. Ignacio Morones Prieto”, al emitir el oficio en cuestión, omite fundar y motivar debidamente su impedimento, ya que no citó las disposiciones legales en que se basó para sustentar su respuesta en los términos en que lo hizo, situación que genera que exista una insuficiente fundamentación y motivación del acto reclamado que emite; toda vez que lo plasmado en el acto impugnado; lo que contraviene los artículos 14 y 16 Constitucionales e incumple así con elementos y requisitos para la legalidad y validez del acto establecidos, en relación con los numerales 164 fracciones I y V y 165 fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; que a la letra refieren:

Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí

“Articulo 164. Son elementos del acto administrativo:
I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;
“…V. Estar fundado y motivado;...”  
“Articulo 165. Son requisitos del acto administrativo:
I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;
II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;...”[Énfasis añadido]

En efecto, en el caso que nos ocupa, se observa que la demandada fue omisa en indicar en el texto del acto impugnado, el dispositivo legal que le faculta para sostener su decisión respecto de que no es competente para conocer y resolver su petición; y que quedan a salvo sus derechos para que los haga valer ante la instancia y vía que correspondiente, para sostener su afirmación en los términos en que lo hizo; omisión de la autoridad, que constituye una obligación ineludible en todos y cada uno de sus actos y determinaciones, a virtud de que todos los actos administrativos, requieren para ser legales entre otros requisitos, imprescindiblemente que sean emitidos cumpliéndose con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse con la debida fundamentación y motivación del acto que emite, circunstancia que en el caso que nos ocupa no sucedió, lo que genera que se desconozca el apoyo legal que faculta a la autoridad demandada para emitir el acto administrativo que se analiza,  situación que priva al accionante de la oportunidad de examinar si la afirmación que sostiene encuentra apoyo legal en alguna norma, pues al no especificar, el dispositivo legal que lo regula y del cual emana la imposibilidad que refiere para llevar a cabo, trae como consecuencia una insuficiente fundamentación y motivación del acto reclamado, lo que vulnera lo dispuesto por los artículos 14 y 16 Constitucionales e incumple con las formalidades, elementos y requisitos, del acto administrativo de que se trata, lo que es violatorio de los principios de legalidad y seguridad jurídica a que se ha hecho alusión.
Ya que la fundamentación y motivación constituye una la formalidad ineludible en todos los actos administrativos, para respetar  el principio de legalidad y seguridad jurídica tutelados por los citados preceptos constitucionales, a virtud de es necesario que en el mandamiento escrito relativo al acto de autoridad se mencionen las disposiciones legales que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado.

Para fortalecer el criterio anterior, se citan por analogía al resultar aplicables con el tema tratado, las siguientes Tesis Jurisprudenciales.

Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia número VI. 2o. J/248, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, localizable de acuerdo con los datos y rubro siguientes: Época: Octava Época, Registro: 216534, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 64, Abril de 1993, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI. 2o. J/248, Página: 43., que dice: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. …”

Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Época: Novena Época, Registro: 173565, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Enero de 2007, Materia(s): Común, Tesis: I.6o.C. J/52, Página: 2127. “que refiere: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SU DISTINCIÓN ENTRE SU FALTA Y CUANDO ES INDEBIDA. Debe distinguirse entre la falta y la indebida fundamentación y motivación; toda vez que por lo primero se entiende la ausencia total de la cita de la norma en que se apoya una resolución y de las circunstancias especiales o razones particulares que se tuvieron en cuenta para su emisión; mientras que la diversa hipótesis se actualiza cuando en la sentencia o acto se citan preceptos legales, pero no son aplicables al caso concreto y se exponen las razones que la autoridad tuvo para dictar la resolución, pero no corresponden al caso específico, objeto de decisión, o bien, cuando no existe adecuación entre los motivos invocados en el acto de autoridad y las normas aplicables a éste.”

Conforme a lo anterior, debe sostenerse que resulta ilegal el Oficio HCDIMP/SJDH/389/202, de fecha 16 de mayo de 2022, emitido por el Subdirector Jurídico del Hospital Central  “Dr. Ignacio Morones Prieto”, porque no cumple con la garantía de fundamentación y motivación consagrada en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación a los numerales 164 fracciones I y V y 165 fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, antes transcritos. 

No obstante lo anterior, a nada práctico conduciría determinar la nulidad por incompetencia de la Autoridad que emitió el acto, pues su efecto sería que se emitiera únicamente una nueva resolución por la autoridad competente, reiterando el sentido de lo resuelto en el acto impugnado.

Por lo que se estima necesario precisar, que a efecto de respetar el principio de completitud en la impartición de justicia, propio de la garantía consagrada en el artículo 17 Constitucional, en el que se establece que siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales; lo que se traduce en la obligación de examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, por tanto se debe precisar, que el estudio de los conceptos de impugnación formulados por el actor en el escrito de demanda, será tomando en consideración para estudio preferente aquellos que otorguen mayor beneficio, a efecto de eliminar en su totalidad sus efectos y reenvíos innecesarios; esto es, debe traducirse en la satisfacción de la pretensión principal de la demanda de nulidad, generando la imposibilidad de un nuevo pronunciamiento por parte de la demandada que implicaría un nuevo juicio y un retardo de la justicia.

Tiene aplicación a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia visible en Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que a continuación se transcribe:

 “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.”
SEPTIMO.- Precisado lo anterior, nos ocuparemos de los conceptos de impugnación que plantea la actora, que se advierte se encuentran contenidos en los apartados de pretensión que se deduce en juicio, en los hechos segundo, tercero y cuarto y en el segundo concepto de impugnación, los que se analizan en forma conjunta por estar vinculados entre sí en cuanto a las violaciones que aluden, mismos que se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.

Apoya lo antes dicho la jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, visible en la Tesis con Registro 2011406 ,Décima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, Publicación: viernes 08 de abril de 2016 10:08 h, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.), Pagina 2018, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso...”

Así como la jurisprudencia emitida por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, visible en la tesis con Registro: 166683, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Agosto de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A.J/46, Página 1342, que dice: 
“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR. Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes...”

Pretensión que se deduce en juicio, hechos y segundo concepto de impugnación, que en la parte que interesa refieren: 

“PRETENSIÓN QUE SE DEDUCE EN JUICIO”
El cumplimiento de los contratos referidos en el apartado IV del presente escrito de demanda, acción que a criterio de la Segunda Sala  de la Suprema Corte de justicia de la Nación (…).”
“UNA RELACION CLARA Y SUSCINTA DE LOS HECHOS QUE CONSTITUYAN LOS ANTECEDENTES DE LA DEMANDA”
“…SEGUNDO.- Mi representada para cumplir su objeto social, establece relaciones comerciales con diversos clientes y proveedores. En el caso de la presente demanda, a través del procedimiento de compra directa vendió diversos bienes  descritos en los contratos y facturas referidos con anterioridad, los cuales solicito se tengan (…).

	Numero de contrato
	Orden de compra
	No. De Factura
	Fecha de factura
	Fecha de recepción
	Monto Total

	262/AD/733722/

ORTOPEDIA/2019
	**********
	**********
	25/10/2019
	28/10/2019
	**********

	266/AD733812/

ORTOPEDIA/2019
	**********
	**********
	31/10/2019
	31/10/2019
	**********

	374/AD/734671/TORAX/2019
	**********
	**********
	30/12/2019
	30/20/2019
	**********

	MONTO TOTAL
	
	
	
	
	**********


“TERCERO.- La demandada (…), se obligó a pagar las facturas amparadas por los contratos referidos con anterioridad a los sesenta días naturales, mismos que debían ser contados a partir de su fecha de expedición según consta en las facturas que amparan los contratos de venta directa de (…).”
“CUARTO.- Las mercancías  fueron entregadas directamente  en el domicilio de la hoy demandada HOSPITAL (…), y una vez que el Almacén General de Recursos Materiales que era el área administrativa que recibía las mercancías a mi representada, aceptaba y validaba que el importe de la factura fuera correcto, procedía a firmar y sellar como evidencia de que la mercancía fue entregada y recibida.”
“QUINTO.- La hoy demandada (…), realizo un pago a mi representada por la cantidad de ********** el día 01  de abril de 2022 (…).”
“SEXTO.- Es el caso que, a pesar del tiempo transcurrido, la parte demandada (…), se ha abstenido de pagar el importe señalado por las mercancías recibidas, que asciende a un total de **********de conformidad con los contratos, motivo por el cual me veo en la necesidad de recurrir a plantear la litis.”
Concepto de impugnación 

“…SEGUNDO.- Debe ser decretado el cumplimiento de los contratos de compra directa referidos en el hecho segundo de la presente demanda, en virtud de que hasta el día de hoy el HOSPITAL CENTRAL  DR. IGNACIO MORONES PRIETO ha incumplido sus obligaciones de pago con mi representada como se ha demostrado en el apartado anterior…”
Del estudio y análisis de los antecedentes y conceptos de impugnación citados, esta Tercera Sala Unitaria determina que, resultan fundados y suficientes para determinar la ilegalidad de los actos  impugnados.

Para una mejor comprensión del asunto, conviene destacar que la litis planteada en este juicio, también consiste en determinar la legalidad o ilegalidad del incumplimiento de pago por parte del Hospital Central  “Dr. Ignacio Morones Prieto”, por la cantidad de ********** relativas a las obligaciones derivadas de los contratos de compraventa a precio fijo números a) 262/AD/733722/ORTOPEDIA/2019, por la cantidad de **********; b) 266/AD733812/ORTOPEDIA/2019, orden de compra ********** por la cantidad de $********** y c) 374/AD/734671/TORAX/2019, orden de compra **********, por la cantidad de **********.

En ese tenor, también se tiene que la presente controversia deviene de la solicitud formulada por la parte actora, dirigida al Director Jurídico del Hospital Central  “Dr. Ignacio Morones Prieto”, en el cual le informa que el Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”, se ha abstenido de pagar el importe de **********por las mercancías recibidas en los contratos de referencia, y en la cual se dio respuesta negativa señalando que el Subdirector Jurídico no es competente para conocer y resolver su petición; y que quedan a salvo sus derechos para que los haga valer ante la instancia y vía que correspondiente.
En ese tenor, se tiene que es procedente abocarse sobre el fondo de la pretensión de la parte actora que deduce en este juicio y que reclama como diverso acto impugnado, en el sentido de que le fuera pagada la cantidad de **********que le adeuda la autoridad demandada el Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”, por la entrega de mercancías que derivan de los Contratos de Adjudicación directa números a) 262/AD/733722/ORTOPEDIA/2019, por la cantidad de **********; b) 266/AD733812/ORTOPEDIA/2019, orden de compra ********** por la cantidad de $********** y c) 374/AD/734671/TORAX/2019, orden de compra ********** por la cantidad de **********.

Actos los cuales la actora acredita su existencia en este juicio, con los medios probatorios que ofreció en su escrito de demanda, consistentes en: la Presunción Legal y Humana e Instrumental de Actuaciones y las documentales, mismas que fueron  admitidas y desahogadas según su naturaleza, las cuales obran en fojas 34 a la 114 de este sumario en autos y que a continuación se detallan; Copias de los Contratos de Compraventa a precio fijo Celebrados por la hoy sociedad actora con el Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”, números 1.- 262/AD/733722/ORTOPEDIA/2019; 2.- 266/AD733812/ORTOPEDIA/2019, y 3.- 374/AD/734671/TORAX/2019; Contra recibo número 51823 de fecha 3/01/2020 por la cantidad de $**********firmado  de recibido por el DEPTA DE CTAS X Pagar, expedido por Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”; comprobante digital ********** de fecha 30 Dic  2019; factura de remisión folio **********de fecha 26/dic/2019 Firmado de recibido por Cirugía de Tórax; Factura de remisión Folio **********, de fecha 26/dic/2019; Contra recibo número **********de fecha 2/12/2019 por la cantidad de ********** por los importes de las facturas ********** por la cantidad de **********; y la factura ********** por la cantidad de $********** las facturas  folio **********;  con acuse de recibido de fecha 28 de octubre de 2019, por el Almacén General Recursos Materiales del Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”; factura Folio **********de fecha 23/oct/2019; factura Folio **********; con acuse de recibido por el Almacén General Recursos Materiales del Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”; Factura digital Folio **********con acuse de recibido por el Almacén General Recursos Materiales del Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”; Factura de Remisión Folio **********, con acuse de recibido por el Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”; Factura de Remisión folio ********** con acuse de recibido **********Factura digital de complemento de pago folio 12193 por la cantidad de ********** expedido por Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”; Impresión de denuncia ciudadana de la corrupción (SIDEC); oficio No. ********** de fecha 16 de febrero de 2022, emitido por la Autoridad Investigadora del Órgano Interno de Control en el Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”; en el cual adjunta el acuerdo de fecha 11 de febrero de 2022, en el que se hace constar que la Directora administrativa del Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”, que ante la ausencia del cumplimiento de compra venta números  262/AD/733722/ORTOPEDIA/2019; asociado a la factura ********** con número de contra recibo ********** y 266/AD733812/ORTOPEDIA/2019, asociado a la factura **********con número de contra recibo ********** y el contrato  374/AD/734671/TORAX/2019; asociado a la factura ********** contratos celebrados entre la persona moral hoy actora, y el Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”, manifiesta reconocen el adeudo referido y que no cuentan con recursos ni fecha para la liberación del pago”, que constituye una confesión expresa respecto del adeudo que tiene con la sociedad actora.

Probanzas que en su conjunto hacen prueba plena en favor del accionante de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74, 91 y 100 del Código Procesal Administrativo para el Estado, en razón de que las mismas no fueron objetadas en cuanto a su validez y contenido por la demandada, y por tanto resultan suficientes para acreditar lo inserto en ellas, como lo es, la celebración de las partes que en ellas intervienen, la existencia de los contratos de compra venta y órdenes de compra del suministro de medicamentos y la entrega material de los mismos, que refieren dichos contratos y órdenes de compra a la autoridad demandada, y la aceptación expresa y tacita por parte de la autoridad demandada del adeudo que cuyo incumplimiento se reclama en este juicio.

Por su parte, las autoridades demandadas, al producir sus respectivas contestaciones de demanda, aceptan la existencia de la celebración de los contratos de compraventa y las órdenes de compra, afirmando y aceptando que efectivamente existe el adeudo que reclama la hoy parte actora, y que se le adeuda la cantidad de **********y aclaran que ese nasocomio realizo un pago el 1 de abril del año 2020, a la factura **********, a favor de la empresa Actora, mismo que reconocen en su escrito de contestación de demanda, afirmando que son ciertos los hechos que refiere como puntos 2, 3, 4 y 5 de su escrito de demanda, circunstancias que 151 a 153 y constan en fojas 199ª la 201de este sumario, lo que genera una confesión tacita de los actos reclamados en este juicio.
En efecto, se advierte que existe la confesión tacita de las autoridades demandadas al producir su respectiva contestación, respecto el reconocimiento de que se adeuda a la  parte actora la cantidad de ********** confesión que hace prueba plena a favor de la parte actora, lo que conlleva a considerar presuntivamente ciertos los hechos que les imputan por parte del accionante, ello conforme al primer  párrafo del artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que dispone lo siguiente:

“Artículo 72. Las pruebas serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y la experiencia, y de acuerdo con las siguientes reglas:

“… I. Harán prueba plena la confesión expresa de las partes y los actos contenidos en documentos públicos, si en éstos últimos se contienen declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares; los documentos sólo probarán plenamente que ante la autoridad que los expidió se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no acreditarán la verdad de lo declarado o manifestado…”
(Lo resaltado es nuestro)

Así mismo se tiene que la diversa demandada el Director General del Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”, ofreció copia certificada de los contratos de compraventa materia de esta controversia mismos que constituyen el origen de los adeudos que se reclaman su pago, los cuales adquieren valor probatorio pleno a favor de la sociedad actora conforme los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones, no siendo impedimento lo señalado por las demandadas respecto de que los contratos fueron efectuados de forma indebida y en forma contraria a la ley, por medio de procedimientos de adjudicación fuera de lo que establece la Ley de Adquisiciones para el Estado de San Luis Potosí, ya que dicho argumento no desvirtúa de forma alguna el hecho de haber comprado y adquirido los insumos médicos que compro y que adeuda en los términos de los contratos de compraventa, así como se debe tener que la afirmación que se señalan está hecha sin sustento legal alguno y sin que acompañara ningún medio probatorio tendiente a acreditar dicho extremo o bien en su caso alguno que desvirtuara la existencia de los actos reclamados en este juicio.

Medios probatorios que son suficientes para demostrar el origen del adeudo contraído por la demandada y la existencia del adeudo y su incumplimiento de pago, que deriva de los contratos de compra venta y órdenes de compra y entrega del suministro de materia de los contratos de compra venta números  262/AD/733722/ORTOPEDIA/2019; asociado a la factura ********** con número de contra recibo **********, y 266/AD733812/ORTOPEDIA/2019, asociado a la factura ********** con número de contra recibo **********y el contrato  374/AD/734671/TORAX/2019;   celebrado por la autoridad demandada y la  accionante, con las pruebas que ofreció la promovente, así como la aceptación expresa y tacita por parte de la autoridad demandada de un adeudo cuyo incumplimiento se reclama en este juicio, que derivaron de las probanzas aportadas por las partes, que resultan suficientes para acreditar la procedencia de pago que peticiona en su escrito de fecha **********, respecto de los  contratos de compraventa materia de esta controversia antes citados, al haberse acreditado por la parte actora, el derecho al pago que reclama de la factura ********** con número de contra recibo ********** con número de contra recibo ********** con número de contra recibo ********** derivado del incumplimiento por parte de la autoridad demandada Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”.
En esa tesitura del análisis que se hace de las constancias que obran en este juicio se advierte que el actor aporto elementos de prueba  y de convicción suficientes para justificar y acreditar el acto reclamado en el presente juicio referente al incumplimiento del contrato que reclama y de la procedencia del pago que deduce en su escrito de fecha 11 de mayo de 2022. 
Por tanto, resulta suficiente para acreditar la procedencia del pago de las pretensiones deducida en el escrito inicial de demanda, en cuanto al pago completo de la cantidad de **********al haberse demostrado por la parte actora, el derecho al pago que reclama de los contratos de compraventa números  262/AD/733722/ORTOPEDIA/2019; asociado a la factura **********con número de contra recibo ********** y 266/AD733812/ORTOPEDIA/2019, asociado a la factura ********** y el contrato  374/AD/734671/TORAX/2019;  que corresponden a los productos y servicios suministrados al Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto” por la empresa actora.
Aunado a lo anterior, resulta ilegal la negativa que emite la demandada Subdirector Jurídico del Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”, en el oficio numero HCDIMP/SJDH/389/2021, que emite en contestación al escrito presentado por el actor de fecha **********toda vez que se advierte del análisis de las diversas constancias que fueron ofrecidas en este juicio por las partes y que fueron citadas con antelación, que la misma carece de sustento legal para negar la procedencia del pago requerido, ello ante el acreditamiento que hace la parte actora en este juicio su procedencia, en razón de que se viola en perjuicio del accionante, la garantía consagrada en los artículos 14 y 17 de la Constitución Federal.
Por los razonamientos citados con antelación, le asiste razón a la actora para que proceda la procedencia del pago de referencia, al haberse acreditado en autos de este procedimiento por  su parte las acciones intentadas en este Tribunal, de acuerdo a los razonamientos precisados en este considerando.  

En ese sentido, la autoridad demandada el Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”, deberá proceder a los pagos correspondientes que adeuda a  favor de la empresa actora, por la cantidad de **********que amparan los  contratos de compraventa números  262/AD/733722/ORTOPEDIA/2019; asociado a la factura ********** con número de contra recibo ********** y 266/AD733812/ORTOPEDIA/2019, asociado a la factura ********** y el contrato  374/AD/734671/TORAX/2019;  conforme a los lineamientos vertidos en esta sentencia.

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del oficio HCDIMP/SJDH/389/2021, emitido por el Subdirector Jurídico del Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”, así como el incumplimiento a los contratos de compraventa números 262/AD/733722/ORTOPEDIA/2019; asociado a la factura **********, y 266/AD733812/ORTOPEDIA/2019, asociado a la factura ********** con número de contra recibo ********** y el contrato  374/AD/734671/TORAX/2019; y por consecuencia la NULIDAD TOTAL  de los mismos, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando séptimo de la presente sentencia. 

En ese sentido, para efectos del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del mismo ordenamiento legal, se ordena a la autoridad demandada el Hospital Central “Dr. Ignacio Morones Prieto”, los siguientes lineamientos: 

1.- Realizar el pago a  la empresa actora, de la cantidad de  **********conforme a los lineamientos vertidos en esta sentencia.

2.- Informar a este Tribunal sobre dicho cumplimiento y, acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto. 

Con base en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada o bien a la autoridad que deba cumplirla, que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que procedan.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º,  7º fracción IX y XIII, 9º fracción III, 24, 28 fracción I, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracciones II y III, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados, decretándose la NULIDAD TOTAL  de los mismos, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando séptimo de la presente sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 

	Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

